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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

       SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre dieciocho de dos mil nueve
Expediente: 66001-31-03-001-2009-00364-01

Acta Nº 665 de diciembre 18 de 2009
Decide la Sala la impugnación que la señora Aracelly Vargas Ladino presentó contra la sentencia del 4 de noviembre de 2009, dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que propuso frente al Juzgado Tercero Civil Municipal local, la Cooperativa Financiera de Antioquia -CFA- y el Instituto de Seguros Sociales de Pereira. 
ANTECEDENTES

La señora Vargas Ladino promovió esta acción con el fin de que se le protegiera su derecho al mínimo vital, vulnerado por el Juzgado Tercero Civil Municipal con el decreto de embargo de su pensión de sobreviviente, decisión con la que incurrió en una vía de hecho. 

Narró que el 8 de octubre de 2007 contrajo una obligación con la Cooperativa Financiera de Antioquia por una valor de $6’500.000,oo, que le fue imposible cubrir en la forma acordada; eso dio lugar a que se iniciara en su contra un proceso ejecutivo y a que el Juzgado accionado ordenara el embargo del 30% de su pensión de sobreviviente a la que tuvo acceso por el fallecimiento de su compañero permanente; por tanto, desde el mes de julio de 2009 se le viene efectuando un descuento de $74.535,oo. 

Agregó que sus gastos más elementales superan los $300.000,oo, mientras que su mesada es sólo de $248.450,oo; que con el embargo se está violentando su derecho fundamental al mínimo vital, según el desarrollo jurisprudencial que le ha dado la Corte Constitucional, porque apenas recibe la mitad de un salario mínimo, que es su única fuente de ingreso y se ve disminuida por la deducción propia del embargo y el pago de la salud; que, en consecuencia, la protección de los derechos patrimoniales de la persona jurídica que la demanda, desconoce los principios del Estado social de derecho. 

Argumentó también que en caso de no aceptarse la tesis anterior, es evidente que el juzgado incursionó en una vía de hecho, porque la decisión del embargo fue soportada en los artículo 513, inciso 7° y 681, numeral 10 del C. de P. Civil, que se refieren al embargo de salarios, no de una pensión de sobreviviente; luego se refirió a las normas del Código Sustantivo del Trabajo que regulan el embargo de salarios, en las que supone que el Juzgado fundamentó su decisión  y concluyó que como el monto de su pensión es inferior al mínimo legal, no resiste medida alguna.  Terminó diciendo que como el auto que decretó la medida no admitía ningún recurso, se abre paso la acción de tutela. 
Se dispuso el trámite correspondiente con el traslado de rigor al juzgado y a las otras entidades accionadas. La Jefe del Departamento de Pensiones del ISS se pronunció en el sentido de que los descuentos se efectúan atendiendo la orden impartida por el Juzgado; las demás guardaron silencio.   
Se practicó inspección judicial al expediente que contiene el proceso ejecutivo aludido y en el cuaderno de medidas cautelares se pudo observar el decreto del embargo por el que se queja la accionante, providencia que no fue objeto de recurso alguno. 
El día 4 de noviembre el Juzgado dictó la sentencia respectiva en la que negó la protección invocada, porque la acción de tutela sólo procede cuando no se cuente con otro mecanismo de defensa judicial, a menos que se intente como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; y en este caso la demandante no acudió al juzgado para solicitar la reducción el embargo decretado o para interponer recursos contra las providencias allí dictadas; a ello se suma que el juzgado accionado actuó bajo los parámetros legales y no de manera caprichosa o arbitraria, pues el artículo 156 del Código Sustantivo del Trabajo señala las excepciones para el embargo de salario, entre las que cuentan las obligaciones a favor de cooperativas. Remató diciendo que no se acreditó que con la medida se le causara ningún perjuicio a la accionante y, por tanto, negó el amparo; sin embargo,  le ordenó al juzgado proceder a efectuar una liquidación actualizada del crédito que incluya el abono que la demandada realizó el 24 de julio de 2008. 
Inconforme la demandante impugnó, pues considera que el Juzgado desvió el sentido de la petición que no iba dirigida contra la sentencia, sino contra el auto que decretó las medidas cautelares; además, ningún análisis realizó frente al derecho al mínimo vital invocado o sobre la vía de hecho esgrimida.

Ahora se procede a decidir, previas las siguientes,
CONSIDERACIONES
  



La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, tiene como finalidad la protección de derechos fundamentales cuando quiera que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos casos, por particulares. Se trata, entonces, de un mecanismo breve y sumario del que puede hacer uso toda persona que se halle en esas condiciones, a menos que, como fue regulado por el Decreto 2591 de 1991, cuente con otro medio de defensa judicial idóneo, siempre que no la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  

    



Para comenzar este análisis es bueno resaltar que no fue en esta última condición que se propuso la presente acción, es decir, que no fue planteada como instrumento transitorio y, por tanto, nada se dijo acerca del perjuicio irremediable que la accionante pudiera llegar a padecer. 
   



Pues bien, la demandante perfiló su demanda en dos direcciones: la primera, porque el juzgado está violentando su derecho al mínimo vital en atención a que ordenó el embargo del 30% de su pensión de sobreviviente, no obstante que sólo percibe por ese concepto la mitad del salario mínimo.  Y la segunda, porque ese despacho judicial incurrió en una vía de hecho al aplicar a su caso el artículo 156 del C.S.T. que se refiere al embargo de salarios y no prevé el de la pensión de sobreviviente. 
Planteada así la cuestión salta a la vista una primera cosa que el juzgado pasó por alto: que la acción se dirigió también contra la Cooperativa Financiera de Antioquia y contra el Instituto de Seguros Sociales de Pereira, entidades respecto de las cuales no se aduce comportamiento alguno que trasgreda el derecho al mínimo vital que por esta vía se pide proteger.  Y es que, en verdad, ninguna lesión pudo causar aquella con la solicitud que le hizo al juzgado del embargo de la pensión de la accionante en la proporción legal, porque para ello está autorizada por la ley, como adelante se verá y es el funcionario el que debe adoptar la decisión pertinente acerca de si la decreta o no.  Y mucho menos el Instituto mencionado, que se limita a cumplir la orden que le imparte un juez en ejercicio de sus funciones. 

De manera que todo se reduce a analizar si la orden de embargo emitida por el juzgado vulnera ese derecho fundamental. 


A ese respecto es preciso señalar que aunque el proceso ejecutivo que se sigue contra la señora Vargas Ladino es de única instancia, como se indicó en la inspección judicial, no por ello las providencias del juez carecen de recursos. Todas admiten, en principio, el de reposición, como medio idóneo para procurar que el funcionario revise su propia decisión, pero la accionante no lo interpuso contra el auto que decretó la medida cautelar, así que podría sostenerse, como lo hizo el juzgado, que se abre paso la causal de improcedibilidad de la acción de tutela, ya que tenía a su alcance ese mecanismo de defensa que no utilizó.

   



Pero, yendo más allá, y llegados a aquel punto relacionado con el decreto de embargo de la pensión de sobreviviente, se advierte que tanto la accionante como el juzgado de primera instancia incurren en una imprecisión normativa que les hace hablar del artículo 156 del Código Sustantivo del Trabajo que alude a la excepción de inembargabilidad del salario a favor de cooperativas y de acreedores de alimentos. Aquí no se trata del embargo del salario devengado por la accionante, sino del de su pensión de sobreviviente, cuya regulación legal es bien diferente.  
  



En efecto, en el capitulo sobre disposiciones finales del sistema general de pensiones de la Ley 100 de 1993, el artículo 134 se refiere a la inembargabilidad y dice, entre otras cosas, que no son susceptibles de embargo “Las pensiones y demás prestaciones que reconoce esta ley, cualquiera que sea su cuantía, salvo que se trate de embargos por pensiones alimenticias o créditos a favor de cooperativas, de conformidad con las disposiciones legales vigentes sobre la materia…”
Contrario sensu, las pensiones y demás prestaciones sociales que reconoce la Ley 100, entre ellas la de sobreviviente, cualquiera que sea su cuantía, son embargables en la proporción que legalmente esté permitida, esto es, hasta por el 50% del valor de la prestación respectiva, como señala el artículo 344 del Código Sustantivo del Trabajo.

Es claro que la accionante percibe por concepto de pensión de sobreviviente la mitad del salario mínimo, pero ello obedece, seguramente, a que la misma debió ser compartida con otros beneficiarios; de otra forma no se justificaría que ese monto estuviera por debajo del salario mínimo legal; por eso cuando se ordenó el embargo del 30% de la misma, sólo se afecta en proporción a lo que efectivamente recibe. 

Y aunque pudiera decirse que con la medida se pone en entredicho su mínimo vital, hay que precisar que en este caso el acreedor es una cooperativa y ya la jurisprudencia constitucional tuvo ocasión de decir que respecto de ellas la situación es diversa frente a otros acreedores, salvo los que reclamen alimentos. Precisamente, al confrontar el citado artículo 344 del C.S.T. con la Constitución Nacional quedó dicho que: 

 “Las cooperativas son asociaciones de trabajadores y usuarios, cuyo objeto social está en la producción de bienes y servicios que les permita satisfacer no sólo sus necesidades sino los de la comunidad en general, y, en las cuales, el ánimo de lucro no está presente. El artículo 4o. de la ley 79 de 1988, las define como:

"(...) empresa asociativa sin ánimo de lucro, en la cual los trabajadores o los usuarios, según el caso, son simultáneamente los aportantes y los gestores de la empresa creada con el objeto de producir o distribuir conjunta y eficientemente bienes o servicios para satisfacer las necesidades de sus asociados y de la comunidad en general."

….
Teniendo en cuenta la naturaleza de las cooperativas, la calidad de sus asociados, y el propósito de proteger lo que podríamos llamar "capital cooperativo", el legislador ha implementado mecanismos que les permiten, en caso de incumplimiento de  las obligaciones contraídas por sus asociados o beneficiarios, recuperar los costos del servicio prestado. Uno de esos mecanismos, es la autorización de embargar hasta el 50% de las prestaciones sociales de sus deudores. Esta prerrogativa tiene fundamento en los artículos 60,  64 y 334 de la Constitución. 

Es claro que las cooperativas, como otro sujeto activo del mercado, pueden  realizar actos de intermediación y de promoción de bienes y servicios, sin desbordar su propia naturaleza. Al tiempo que corresponde al Estado no sólo su protección sino su vigilancia, para que cumplan efectivamente sus fines. Por tanto, si la razón que alegan los demandantes para que las cooperativas no puedan embargar  las prestaciones de los trabajadores, es la forma como éstas vienen desempeñando sus fines, la declaración de inconstitucionalidad no es la solución. 

El control y vigilancia efectiva por parte del Estado, es lo que puede garantizarle, no sólo a los trabajadores sino a la comunidad en general, que esta clase de asociaciones cumplan adecuadamente sus funciones dentro del mercado, de manera que se justifique la protección y prerrogativas de las que gozan. 

Finalmente, es necesario recordar que por sentencia C-521 de 1995 transcrita parcialmente, se declaró exequible el artículo 156 del Código Sustantivo del Trabajo, que permite embargar en favor de las cooperativas, hasta el 50% del salario. 

Las consideraciones expuestas en dicho fallo, se apoyaron en la obligación del Estado de brindar protección efectiva a esta clase de asociaciones. Esas mismas consideraciones, aunadas a las precedentes, son suficientes para declarar la exequibilidad del aparte acusado del artículo 344 del Código Sustantivo del Trabajo”. 

  



Quiere decir lo anterior que no solo porque la  demandante no ejercitó oportunamente los recursos que tenía a su favor para controvertir la decisión del juzgado de embargar el monto de su pensión, sino porque en esa forma de proceder no se advierte la trasgresión del derecho cuya protección se reclama y menos la incursión en una vía de hecho, el amparo tenía que ser negado, como inicialmente lo dijo el juzgado. 
   



Sin embargo, acometió el funcionario de primer grado el estudio de otro aspecto que nada tiene que ver con la queja constitucional que promovió la demandante, referido a la liquidación del crédito practicada en el proceso; la misma accionante pone de presente en su impugnación que se desvió la senda de la protección pedida y, en realidad, así fue. 

  



Esta Sala ha venido reiterando que no está bien que en una acción de esta naturaleza se niegue la protección que se implora y, sin embargo, se le impartan órdenes al margen a la autoridad contra quien se dirige, porque o se vulnera o no el derecho, lo que tiene una especial incidencia en el trámite posterior del asunto, como quiera que podría ponerse al funcionario pertinente frente a un eventual desacato, lo que resulta un contrasentido con la negación misma de la tutela. 

   



Adicionalmente, las partes tienen plena atribución en el proceso ejecutivo para pedirle al juez que proceda a reliquidar el crédito en las oportunidades previstas para ello y hasta ahora no se ve que la ejecutada se hubiese preocupado por la inclusión de la suma abonada en ese trabajo, lo que no quiere decir que se tenga que desconocer, sino que hay etapas procesales en las que tal ejercicio puede realizarse sin que para ello se deba impartir orden alguna, menos cuando a los accionados, y particularmente al juzgado, no se les dio la oportunidad de defenderse sobre ese punto específico, ni se les achaca con ello la trasgresión de derecho fundamental alguno, que es lo que constituye el objeto de la acción de tutela. 

   



En consecuencia, se confirmará el fallo revisado, con excepción del ordinal segundo que se revocará, sin que lo anterior signifique la trasgresión del principio de la no reforma en perjuicio, porque se trata en este caso de una acción constitucional que le permite al juez de segundo grado revisar con amplitud lo resuelto en primera instancia. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia del 4 de noviembre de 2009, dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que propuso frente al Juzgado Tercero Civil Municipal local, la Cooperativa Financiera de Antioquia -CFA- y el Instituto de Seguros Sociales de Pereira, con excepción del ordinal segundo que SE REVOCA. 
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

  






      Ausente por incapacidad









� Corte Constitucional, sentencia C-710/96
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